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Comentario al artículo 7

76. El Sr. PELLET dice que, en la versión francesa del
párrafo 1, después de principes généraux debe decirse de
droit, no du droit.

Así queda acordado.

77. El Sr. PELLET propone que después de la tercera
frase del párrafo 3 se den más explicaciones de por qué la
Comisión ha preferido la expresión «atribución» a la de
«concesión». Podría añadirse una frase del tipo «e indica
que el acto es resultado de la actuación voluntaria del
Estado».

78. El Sr. ROSENSTOCK (Relator) dice que se com-
prometería a añadir una frase de ese tipo.

Queda aprobado el comentario al artículo 7 en su
forma enmendada, en ese entendimiento.

bruscamente sin aclarar nada respecto del párrafo 2.
Debería indicarse al menos que compete a cada Estado
determinar el modo de aplicar el principio establecido en
el párrafo 2 del artículo 8.

83. El Sr. ROSENSTOCK (Relator) dice que también
comprende las preocupaciones manifestadas por el Sr.
Economides y propone que, a fin de reflejarlas, se añada
en la quinta frase, inmediatamente después de las palabras
«presunción de consentimiento», la expresión «que
admita prueba en contrario».

Así queda acordado.

Queda aprobado el comentario al artículo 8, en su
forma enmendada.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.

Comentario al artículo 8

79. El PRESIDENTE pone de manifiesto un error téc-
nico en la numeración de la versión inglesa.

80. El Sr. ECONOMIDES propone que en el párrafo 4
se supriman las frases tercera a sexta inclusive. Plantean
un supuesto que va mucho más allá de lo que dice el
párrafo 2 del artículo 8, según el cual, salvo para evitar la
apatridia, el Estado sucesor no puede atribuir su naciona-
lidad a quienes residen en el extranjero prescindiendo de
su consentimiento. Las frases tercera a sexta del párrafo 4
abordan la manera en que los Estados pueden determinar
si esas personas desean adquirir su nacionalidad, e incluso
hacen referencia a la necesidad de evitar que se imponga
«una pesada carga administrativa» al Estado sucesor. Con
ello se da a entender que, para ahorrar tiempo y dinero, el
Estado puede automática y arbitrariamente atribuir su
nacionalidad a personas residentes en el extranjero siem-
pre que no muestren su disconformidad en un plazo razo-
nable. ¿Pero qué sucede si esas personas viven en las antí-
podas del Estado sucesor? ¿No sería una gran molestia
que tuvieran que desplazarse al Estado sucesor para
rechazar su nacionalidad? ¿Cómo se enterarían los analfa-
betos de su nueva nacionalidad? ¿Respeta realmente esta
medida los derechos humanos fundamentales? Los Esta-
dos son perfectamente capaces de crear mecanismos
administrativos para aplicar el párrafo 2 del artículo 8 sin
necesidad de que la Comisión los asesore en las frases ter-
cera a sexta del párrafo 4 del comentario.

81. El PRESIDENTE, hablando en su condición de Pre-
sidente del Grupo de Trabajo, dice que está de acuerdo en
que el párrafo introduce ciertas presunciones respecto del
consentimiento de las personas afectadas y puede hacer
que se vulnere su derecho a la nacionalidad si, por ejem-
plo, no se enteran oportunamente de que pueden rechazar
la nacionalidad del Estado sucesor. Por otra parte, el pár-
rafo es una fórmula final muy meditada que figura en el
texto aprobado en primera lectura.

82. El Sr. PELLET dice que, aunque entiende los argu-
mentos del Sr. Economides, si se suprimieran las frases
tercera a sexta, el párrafo 4 del comentario terminaría
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DECLARACIÓN DEL OBSERVADOR DEL COMITÉ DE
ASESORES JURÍDICOS SOBRE DERECHO

INTERNACIONAL PÚBLICO

1. El PRESIDENTE invita al observador del Comité de
Asesores Jurídicos sobre Derecho Internacional Público
(CAHDI) del Consejo de Europa a que informe a la
Comisión de las novedades ocurridas en lo que respecta al

' Reanudación de los trabajos de la 2585.a sesión.
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Consejo de Europa desde el 50.° período de sesiones de la
Comisión.

2. El Sr. BENÍTEZ (Observador del Comité de Aseso-
res Jurídicos sobre Derecho Internacional Público del
Consejo de Europa) dice que en 1999, año de celebración
del cincuentenario del Consejo de Europa, éste ha acogido
a su 41.° Estado miembro, Georgia. El Comité de Sabios,
que, bajo la presidencia del Sr. Mario Soares, se encar-
gaba de revisar las estructuras y actividades del Consejo,
preparó, al término de sus trabajos, un informe titulado
«Construir la gran Europa sin líneas de demarcación»1.
Este informe pone especialmente de manifiesto las venta-
jas que se derivan de las actividades de cooperación
jurídica.

3. En la esfera de las reservas a los tratados, que consti-
tuye la actividad primordial del CAHDI, éste decidió, tras
la reunión celebrada en París en septiembre de 1998,
constituirse en Observatorio Europeo de las Reservas a
los Tratados Internacionales2. En esta labor el CAHDI
cuenta con la asistencia del Grupo de Especialistas sobre
las reservas a los tratados internacionales, en cuyas reu-
niones participaron especialmente el Sr. Hamer y el Sr.
Pellet. Los trabajos de este Grupo han dado como primer
resultado la aprobación, por el Comité de Ministros del
Consejo de Europa, de la recomendación n.° R (99) 13
sobre las reacciones ante las reservas a los tratados inter-
nacionales consideradas inadmisibles3. Esta recomenda-
ción tiene en cuenta el hecho de que los servicios jurídicos
de los ministerios de relaciones exteriores de los países
miembros del Consejo de Europa no disponen siempre de
los medios necesarios para evaluar la complejidad de
todas las reservas que se formulan con respecto a tratados
internacionales. En ese texto, el Comité de Ministros
reconoce ante todo que la Convención de Viena de 1969
sigue siendo la principal referencia en este campo, pero
que acontecimientos ulteriores, en particular la formula-
ción de reservas de alcance general y el papel creciente de
los órganos de control previstos por determinados trata-
dos, no se habían tenido en cuenta en la época en que se
aprobó dicha Convención. Sobre la base de esa constata-
ción, y habida cuenta en especial de lo que se denomina
«el enfoque de Estrasburgo», el Comité de Ministros
anexa a su recomendación un catálogo de cláusulas
modelo de reacción ante las reservas, a las que pueden
recurrir los Estados cuando tienen dudas acerca de la
admisibilidad de las reservas. De este modo se propone
toda una gama de reacciones, desde el simple acuse de
recibo de una reserva hasta la objeción a una reserva que
se considera nula y, por consiguiente, se afirma que el
Estado autor de la reserva está obligado por todas las dis-
posiciones del tratado, o por el contrario, que no puede
haber ninguna relación convencional entre el Estado autor
de la reserva y el Estado que hace la objeción. Un aspecto
que merece destacarse es el hecho de que el Comité de
Ministros propone también, como solución alternativa,
que se entable un diálogo con el Estado autor de la reserva
a fin de averiguar las razones profundas que la motivan.
A este respecto, cabe señalar que un determinado número

de Estados no miembros del Consejo de Europa partici-
pan en las actividades del CAHDI. De este modo, el
Grupo de Especialistas sobre las reservas a los tratados
internacionales, en el curso de una de sus reuniones, ha
mantenido un intercambio de pareceres con un observa-
dor del Canadá a propósito de una reserva hecha por este
país4 al Convenio sobre la evaluación del impacto en el
medio ambiente en un contexto transfronterizo y, más en
general, acerca de la cuestión del consentimiento de los
Estados federales a quedar vinculados por tratados. En el
ejercicio de sus funciones de Observatorio Europeo de las
Reservas a los Tratados Internacionales, el CAHDI exa-
mina las reservas formuladas por cualquier Estado a trata-
dos multilaterales que contienen elementos relativos a los
derechos humanos entendidos en sentido lato, así como
las reservas a los instrumentos del Consejo de Europa.
Con ocasión de una reunión del Grupo de Especialistas
sobre las reservas a los tratados internacionales, se com-
probó que cierto número de reservas hechas por el Estado
de Bahrein a diversas convenciones multilaterales en la
esfera de los derechos humanos podían plantear dudas en
cuanto a su licitud. El Grupo encargó entonces a la dele-
gación alemana que entablara un diálogo con las autorida-
des de ese país a fin de averiguar las razones profundas de
esas reservas. Por último, el CAHDI emprendió el exa-
men de un documento presentado por la delegación de los
Países Bajos, titulado «Elementos esenciales relativos a
las reservas formuladas en las diversas fases del proceso
de conclusión de los tratados (negociación, firma y ratifi-
cación) y en la que sigue a la ratificación». Este texto
debería ser aprobado por el CAHDI a principios del mes
de septiembre de 1999.

4. Otra actividad del CAHDI se refiere al Proyecto
piloto del Consejo de Europa sobre la práctica de los Esta-
dos en materia de sucesión de Estados y cuestiones de
reconocimiento. Sobre la base de la información recogida
en el marco de ese proyecto, el CAHDI emprendió, en
colaboración con tres institutos de investigación, la prepa-
ración de un informe que se presentará al Secretario
General del Consejo de Europa en septiembre de 1999 y
luego se transmitirá al Secretario General de las Naciones
Unidas al mismo tiempo que la recomendación n.° R (99)
13 sobre las reacciones ante las reservas, en el marco de
la contribución del Consejo de Europa al Decenio de las
Naciones Unidas para el Derecho Internacional5. En un
tercer ámbito de actividades relativas al consentimiento
de los Estados a quedar vinculados por tratados, el
CAHDI había publicado en 1996 un informe en el que se
presentaban la práctica y la legislación de 23 Estados
miembros en este campo. El CAHDI procedió a actualizar
ese informe a fin de tener en cuenta, por una parte, la evo-
lución de la situación en determinados Estados miembros
y, por otra, el incremento del número de Estados miem-
bros del Consejo de Europa. Por último, en la reunión
celebrada en Viena en marzo de 1999, el CAHDI se aso-
ció a la celebración del centenario de la primera Confe-
rencia Internacional de la Paz.

1 Consejo de Europa (Estrasburgo, 1998).
2 Ibíd., Comité de Ministros, doc. CM(98)172, apéndice VI.
3 Ibíd., 670.a reunión de Delegados ministeriales (18 de mayo de

1999).

4 Traités multilatéraux déposés auprès du Secrétaire général (publi-
cación de las Naciones Unidas, n.° de venta: E/F.99.V.5, doc. ST/LEG/
SER.E/17), pág. 935.

5 Véase 2575.a sesión, nota 4.
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5. Entre las actividades del Consejo de Europa en el
campo de los derechos humanos cabe señalar ante todo la
entrada en funcionamiento del nuevo Tribunal Europeo
de Derechos Humanos, que no tiene todavía más que 40
jueces, ya que el juez correspondiente a la Federación de
Rusia aún no ha sido elegido. Paradójicamente, mientras
que la reestructuración del Tribunal estuvo motivada por
el incremento del número de asuntos de que tenía que
ocuparse, este incremento se ha acelerado desde la
entrada en vigor del Protocolo n.° 11 al Convenio para la
protección de los derechos humanos y de las libertades
fundamentales relativo a la reestructuración del meca-
nismo de control establecido por Convenio por el que se
estableció el Tribunal. Hasta el final del mes de junio de
1999, el Tribunal había recibido cerca de 10.000 solicitu-
des registradas. El Presidente del Tribunal emprendió
pues un análisis de su funcionamiento a fin de reforzar su
eficacia. Además, por la resolución (99) 50, aprobada el 7
de mayo de 1999, el Comité de Ministros decidió crear el
puesto de Comisionado del Consejo de Europa para los
Derechos Humanos, que será una instancia no judicial
encargada de fomentar la educación y la sensibilización
en materia de derechos humanos, tal como se refleja en
los instrumentos del Consejo de Europa, así como el res-
peto de esos derechos. Como la competencia de esta ins-
tancia es complementaria de la de los órganos de control
existentes en la esfera de los derechos humanos, no estará
habilitada para ocuparse de solicitudes individuales. El
titular de este puesto debería ser elegido antes del final de
1999 por la Asamblea parlamentaria del Consejo de
Europa de una lista de tres nombres propuestos por el
Comité de Ministros. Por último, el Convenio para la pro-
tección de los derechos humanos y la dignidad del ser
humano con respecto a las aplicaciones de la biología y la
medicina, que se abrió a la firma en Oviedo (España) en
abril de 1997, ha sido firmado por 28 Estados miembros
del Consejo de Europa y ratificado por cuatro de ellos,
pero todavía no ha entrado en vigor, ya que para ello se
necesitan cinco ratificaciones. También se aprobó el Pro-
tocolo Adicional al Convenio para la protección de los
derechos humanos y la dignidad del ser humano con res-
pecto a las aplicaciones de la biología y la medicina, por
el que se prohibe la clonación de seres humanos, pero
tampoco ha entrado en vigor.

6. Acerca de la cuestión de la lucha contra la corrup-
ción, que interesa al Consejo de Europa, no tanto para
proteger las prácticas leales en el ámbito del comercio
internacional como para hacer frente a la amenaza que la
corrupción representa para los principios fundamentales
de la organización, las novedades ocurridas durante el
último año se refieren ante todo al Convenio de derecho
penal sobre la corrupción, que fue aprobado por el Comité
de Ministros el 5 de noviembre de 1998, se abrió a la
firma el 27 de enero de 1999 y ha sido ya firmado por 27
Estados. Por otra parte, el 5 de mayo de 1998, el Comité
de Ministros, en su resolución (98) 7, autorizó la creación
del Acuerdo parcial y ampliado para establecer el «Grupo
de Estados contra la corrupción-GRECO». En virtud de
los artículos 1 y 2 de su estatuto, el GRECO tiene por
objeto aumentar la capacidad de sus miembros para
luchar contra la corrupción velando por la aplicación, por
medio de un proceso dinámico de evaluación y presión
mutuas, de los principios rectores de la lucha contra la
corrupción aprobados por el Comité de Ministros del

Consejo de Europa el 6 de noviembre de 1997, así como
de los instrumentos jurídicos que se adoptarán en aplica-
ción del Programa de Acción contra la Corrupción. Esos
instrumentos son el Convenio de derecho penal sobre la
corrupción y el proyecto de convenio de derecho civil
sobre la corrupción, que debería aprobarse antes de que
termine el año 1999. Además está previsto que antes del
final de dicho año se apruebe un código de conducta para
los funcionarios públicos. El GRECO inició sus activida-
des en 1999.

7. El Sr. LUKASHUK expresa ante todo la perplejidad
que le causan los títulos «Convenio de derecho penal
sobre la corrupción» y «Proyecto de convenio de derecho
civil sobre la corrupción», que dan a entender que existen
dos ramas del derecho internacional que son respectiva-
mente el derecho penal internacional y el derecho civil
internacional. Con esta lógica quizás llegue a prepararse
un día una «convenio sobre el derecho constitucional». El
Sr. Lukashuk desearía escuchar las explicaciones del
observador del CAHDI sobre este punto.

8. En segundo lugar, al comprobar que las disposiciones
del Convenio de derecho penal sobre la corrupción no son
directamente aplicables en los Estados sino que deben ser
introducidas por el derecho penal interno, el Sr. Lukashuk
pregunta si eso corresponde a un principio general y si el
adagio nullum crimen sine lege remite a una lex única-
mente nacional.

9. Por último, al leer el párrafo 1 del artículo 18 y el
párrafo 2 del artículo 19 del Convenio de derecho penal
sobre la corrupción, el Sr. Lukashuk comprueba que ese
convenio introduce en el derecho europeo una nueva
noción, que hasta entonces sólo existía en el derecho de
los Estados Unidos, a saber, la responsabilidad penal de
las personas morales. También desearía conocer la opi-
nión del observador del CAHDI acerca de esta cuestión.

10. El Sr. SIMMA dice que en el apéndice de la reco-
mendación n.° R (99) 13 le llaman la atención dos de las
variantes de los modelos de declaración final en reacción
a reservas indeterminadas o determinadas. En la variante
c, el Gobierno del Estado X pone objeciones a las reservas
expresadas por el Gobierno del Estado Y, pero esas obje-
ciones no son óbice para la entrada en vigor del Convenio
entre el Estado Y y el Estado X. En la variante d ocurre lo
mismo. Así pues, el Convenio está en vigor entre el
Estado X y el Estado Y, pero se precisa que el Estado Y
no puede invocar esas reservas. Es bien sabido que la
posibilidad, e incluso la licitud, de tales reacciones es muy
controvertida. El Sr. Simma quisiera saber pues si esas
cuestiones han sido debatidas en el CAHDI, si se han
expresado opiniones divergentes o si el texto de la
recomendación fue aprobado por unanimidad.

11. El Sr. AL-KHASAWNEH señala que tanto el artí-
culo 18 del proyecto de convenio de derecho civil sobre la
corrupción como el artículo 34 del Convenio de derecho
penal sobre la corrupción prevén una aplicación territorial
parcial, limitada a los territorios designados por las Par-
tes. Se pregunta si eso se trata de la simple aplicación de
una técnica jurídica. Por otra parte, quisiera saber si esos

' Consejo de Europa, Asamblea parlamentaria, doc. 8341.
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dos instrumentos se aplicarían a Estados no pertenecien-
tes al Consejo de Europa.

12. El Sr. GOCO se felicita de que se reconozca cada
vez más la dimensión internacional de la corrupción y
recuerda la tarea ya realizada a este respecto por las
Naciones Unidas, la OEA y también por organizaciones
no gubernamentales como la International Bar Associa-
tion o Transparency International. Si bien se ha avanzado
mucho en la lucha contra la corrupción de los funciona-
rios, hay un aspecto que todavía no ha sido abordado, el
del saqueo de las riquezas de una nación por un dirigente
sin escrúpulos. No se puede tomar ninguna medida pre-
ventiva para poner coto a este fenómeno que sin embargo
puede llevar a un país a la ruina. Pero sí pueden preverse
medidas punitivas. Aunque es muy importante definir en
un código de conducta las obligaciones de los funciona-
rios, hay que velar también por que ese código de con-
ducta sea respetado y todo instrumento de lucha contra la
corrupción debería ir acompañado de la creación de un
organismo de control sin el cual no será más que papel
mojado.

13. El Sr. DUGARD, a propósito de la iniciativa colec-
tiva prevista por el Consejo de Europa para lograr que las
reservas a los tratados no tengan un alcance demasiado
general y sean pues inadmisibles, quisiera recibir más
información acerca de las medidas adoptadas en lo que
respecta a las reservas formuladas por el Estado de
Bahrein, y en particular si esas medidas han consistido en
unas negociaciones o en una declaración. Se trata en cual-
quier caso de un importante avance hacia el rechazo de las
reservas consideradas ilícitas.

14. El Sr. ECONOMIDES expresa su interés por la
recomendación n.° R (99) 13, que contiene una lista gra-
duada de las reacciones posibles de los Estados ante las
reservas consideradas inadmisibles. No sabe si esa
recomendación tiene por objeto favorecer una acción con-
junta de los Estados miembros del Consejo de Europa,
pero en todo caso es extremadamente útil para todos los
servicios jurídicos de los ministerios de relaciones exte-
riores, que pueden inspirarse en su contenido para respon-
der a las reservas que rayen en la ilicitud. El Sr. Economi-
des lamenta sin embargo que el observador del CAHDI no
haya mencionado las actividades de la Comisión Europea
para la Democracia por la Ley (Comisión de Venecia),
que recientemente ha realizado un estudio sobre los fun-
damentos jurídicos de la política exterior7 y ha enviado un
cuestionario a los Estados miembros acerca de la capaci-
dad de las entidades federadas de concertar acuerdos
internacionales con terceros Estados y las relaciones entre
el gobierno federal y las entidades federadas cuando se
trata de la ejecución de acuerdos internacionales8.

15. El Sr. BENÍTEZ (Observador del Comité de Aseso-
res Jurídicos sobre Derecho Internacional Público del
Consejo de Europa) responde al Sr. Lukashuk que, al ele-
gir los títulos «Convenio de derecho penal sobre la
corrupción» y «Convenio de derecho civil sobre la

7 Ibíd., Informe sobre los fundamentos jurídicos de la política exte-
rior (Estrasburgo, 1998), doc. CDL-INF(1998)013.

8 Ibíd., Estados federales y regionales (Estrasburgo, 1997), doc.
CDL-INF(1997)005.

corrupción», el Grupo multidisciplinario sobre la corrup-
ción no tenía ciertamente intención de crear nuevas cate-
gorías de derecho internacional público. Se trataba más
bien de titular esos textos de la manera más general posi-
ble dando una idea exacta de su tenor y alcance. Su campo
de aplicación es en efecto muy ambicioso y mucho más
amplio que el de todos los demás instrumentos internacio-
nales ya adoptados en la materia. Las dificultades que van
a tener sin duda las autoridades nacionales para traducir y
explicar esos títulos deberían poder resolverse en parte
gracias a la memoria explicativa que acompaña el texto de
esos instrumentos.

16. En lo que respecta a la cuestión de saber si las dis-
posiciones del Convenio de derecho penal sobre la corru-
pción son de aplicación inmediata, el Sr. Lukashuk tiene
razón: en todos los casos el Convenio remite a las autori-
dades nacionales de los Estados Partes para que tipifiquen
como delitos las infracciones que se pretende combatir.
Pero hay que subrayar que al acordar la creación del
GRECO, abierto a la participación en un pie de igualdad
tanto de los Estados miembros del Consejo de Europa
como de los Estados que no lo son, el Comité de Ministros
estableció un mecanismo de control que contribuirá a
garantizar la eficacia y el respeto de ese Convenio. El
GRECO responde a las preocupaciones expresadas por el
Sr. Goco a ese respecto.

17. La idea de la responsabilidad de las personas mora-
les que el Sr. Lukashuk ha observado en el Convenio de
derecho penal sobre la corrupción es efectivamente nueva
para la mayor parte de los sistemas continentales euro-
peos. Su introducción en el Convenio se explica por el
hecho de que varios Estados no miembros del Consejo de
Europa, que cada vez manifiestan en mayor número inte-
rés por sus trabajos, han participado activamente en su
elaboración.

18. A propósito de los comentarios del Sr. Simma
acerca de las variantes c y d del modelo de declaración
final que figura en la recomendación n.° R (99) 13, indica
que esas disposiciones fueron debatidas a fondo a todos
los niveles, inclusive en el Comité de Ministros. Se plan-
teó en particular la cuestión de si era oportuno conservar
dos disposiciones casi idénticas. La variante d sólo se dis-
tingue efectivamente de la variante c por su última frase,
cuya única finalidad es darle un carácter algo más preciso,
pero que tiene por ello valor pedagógico.

19. La incidencia negativa de las reservas ilícitas en la
eficacia de las convenciones internacionales, en particular
de las relativas a los derechos humanos, es una preocu-
pación constante del Comité de Ministros. Por otra parte,
el CAHDI ha iniciado sus trabajos en este campo para el
estudio del enfoque común, denominado «enfoque de
Estrasburgo», cuyo principio se evoca en el párrafo 9 del
preámbulo de la recomendación n.° R (99) 13. Este enfo-
que ha sido examinado a fondo en un grupo de trabajo.

20. En respuesta a las preguntas del Sr. Al-Khasawneh,
el observador del CAHDI dice que la posibilidad de apli-
cación territorial parcial prevista en el artículo común al
Convenio de derecho penal sobre la corrupción y al Con-
venio de derecho civil sobre la corrupción se inscribe per-
fectamente en el marco de una técnica normalizada de ela-
boración de tratados. Si bien cabe admitir que los rasgos
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distintivos de los territorios de los Estados miembros del
Consejo de Europa no pueden constituir un pretexto para
no luchar contra el blanqueo de capitales y la corrupción,
no hay que olvidar que esos textos son resultado de una
negociación en la que se tuvieron en cuenta las diversas
realidades. Por otra parte, los instrumentos del Consejo de
Europa, en particular los relativos a la lucha contra la cor-
rupción, están abiertos a la adhesión voluntaria de los
Estados no miembros, al igual que el GRECO.

21. Refiriéndose a las observaciones del Sr. Dugard
acerca del principio de una acción colectiva contra las
reservas ilícitas, el observador del Consejo de Europa
menciona un debate del Grupo de Especialistas del
CAHDI sobre las reservas a los tratados internacionales
celebrado en marzo de 1999 a propósito del consenti-
miento de los Estados federales a quedar vinculados por
un tratado. En el curso de ese debate, después de que el
observador del Canadá hubiese declarado que en su país
las provincias tenían competencia legislativa y el Estado
federal no podía garantizar la aplicación del Convenio de
derecho penal sobre la corrupción en su territorio, deter-
minadas delegaciones estimaron que los Estados federa-
les cuyas entidades federadas tenían competencia legisla-
tiva debían procurar obtener previamente el consen-
timiento de esas entidades a quedar vinculadas por un tra-
tado a fin de que en el momento de la adhesión a dicho tra-
tado el consentimiento del Estado federal fuera igual-
mente válido para todos sus elementos constitutivos. El
debate no está cerrado, puesto que algunos miembros del
Consejo de Europa han indicado ya que no debía excluirse
que sus gobiernos formulasen reservas de ese tipo. La
medida colectiva que cabría contemplar para disuadirles
de ello no puede tener sino carácter oficioso, pues se trata
de entablar un diálogo con el Estado que formula la
reserva para determinar las razones subyacentes que le
llevan a formular una reserva ilícita o que raya en la ilici-
tud. No se puede decir que esta práctica se haya visto
siempre coronada por el éxito pero su utilidad está demos-
trada y por este motivo figura como variante/en las cláu-
sulas modelo de declaración final que aparecen en la
recomendación n.° R (99) 13. El CAHDI ha entablado un
diálogo de este tipo con Bahrein por mediación del repre-
sentante de uno de sus Estados miembros. Se trata, claro
está, de consultas oficiosas, ya que los Estados no están
obligados a ceder la más mínima parte de soberanía —
aunque pueden hacerlo— para reaccionar ante reservas
individuales. Este método permite simplemente obtener
información suplementaria.

22. Pasando a la pregunta del Sr. Goco acerca de la posi-
bilidad de enjuiciar a dirigentes políticos por corrupción,
el observador del CAHDI cita el artículo 1 del Convenio
de derecho penal sobre la corrupción que contiene una
definición de agente público que, interpretada en sentido
lato, abarcaría la función de primer ministro, es decir, de
jefe de gobierno. En cambio, la cuestión de hacer compa-
recer ante la justicia a un jefe de Estado es totalmente dis-
tinta. Si bien merece ser considerada, no ha sido tratada en
ese instrumento a causa de los problemas muy delicados
que plantea. Sin embargo, no se puede prejuzgar el futuro
y nada indica que sea imposible progresar en este campo.

23. Respondiendo a la observación del Sr. Economides,
el observador del CAHDI indica que efectivamente la
recomendación en cuestión no tiene por objeto favorecer

la acción colectiva sino más bien ayudar a los departa-
mentos jurídicos de los ministerios de relaciones exterio-
res. Por otra parte, se excusa ante la Comisión por no
haber hablado de la Comisión de Venecia, ya que se trata
de uno de los organismos más importantes que realizan un
trabajo notable en el campo del derecho constitucional.
Procurará que los documentos que ésta apruebe sean
transmitidos a la Comisión de Derecho Internacional.

24. El Sr. PELLET, refiriéndose a la pregunta formu-
lada por el Sr. Dugard y a la respuesta del observador del
CAHDI, pregunta a este último si hay casos en que la
acción colectiva se haya visto coronada por el éxito, de
modo que el Estado que había formulado la reserva
hubiese modificado su posición.

25. El Sr. BENÍTEZ (Observador del Comité de Aseso-
res Jurídicos sobre Derecho Internacional Público del
Consejo de Europa) dice que efectivamente se han dado
casos en que esta acción colectiva ha servido para que el
Estado que había formulado la reserva modificara su posi-
ción, pero que en ese momento no los recuerda. Desea con
todo subrayar que el éxito de esta acción colectiva no
debe juzgarse por el hecho de que el Estado que ha formu-
lado la reserva la modifique o retire. El diálogo en cues-
tión es especialmente útil en la medida en que propor-
ciona a los demás Estados partes una información que no
conocían y sobre cuya base pueden optar por no formular
objeciones a las reservas.

26. El PRESIDENTE estima que en su excelente inter-
vención el observador del CAHDI quizás no ha insistido
lo suficiente en la similitud de los temas examinados por
el Consejo de Europa y por la propia Comisión, que per-
mite a ambos órganos beneficiarse recíprocamente de sus
respectivos trabajos. De este modo, el capítulo del Conve-
nio europeo sobre la nacionalidad relativo a la sucesión de
Estados fue muy útil a la Comisión en sus trabajos acerca
de la nacionalidad en relación con la sucesión de Estados.

27. En conclusión, el Presidente da las gracias una vez
más al observador del CAHDI y expresa la esperanza de
que prosiga la cooperación de este órgano con la Comi-
sión.

Proyecto de informe de la Comisión sobre
la labor realizada en su 51.° período

de sesiones (continuación)

CAPITULO IV.—La nacionalidad en relación con la sucesión de
Estados (continuación) (A/CN.4/L.581 y Add.l)

£. Texto de los proyectos de artículos sobre la nacionalidad de las
personas naturales en relación con la sucesión de Estados
aprobados por la Comisión en segunda lectura (continuación)
(A/CN.4/L.581/Add.l)

2 TEXTO DE LOS PROYECTOS DE ARTÍCULOS CON COMENTARIOS (conti-

nuación)

Comentarios a los artículos 9 y 10

Quedan aprobados los comentarios a los artículos 9
y 10
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Comentario al artículo 11

28. El Sr. PELLET considera que la utilización de la
expresión «zona gris» en la última frase del párrafo 6 del
comentario es desafortunada, pues en este caso las com-
petencias de los Estados involucrados están perfecta-
mente definidas. Preferiría que esta frase terminara con
las palabras «a las personas afectadas que dependen de las
jurisdicciones en conflicto de los Estados involucrados».

29. Por lo demás, el orador desea referirse de nuevo a
una modificación que propuso (2603.a sesión) en lo que
respecta al párrafo 3 del comentario al artículo 7, modifi-
cación que fue aprobada por la Comisión. Había pro-
puesto efectivamente que se precisara en ese párrafo que
el término «atribución» se había preferido al término
«concesión» porque suponía un acto voluntario por parte
del Estado. De hecho, habría que decir lo contrario; a
saber, que la Comisión prefirió el término «atribución»
para mostrar que la adquisición de la nueva nacionalidad
no es siempre el resultado de una decisión expresa del
Estado. Por último, de manera general, el orador sigue
lamentando la sustitución de la expresión «vínculo efec-
tivo» por la expresión «vínculo apropiado».

30. El PRESIDENTE da las gracias al Sr. Pellet por
haberse referido de nuevo al párrafo 3 del comentario al
artículo 7: su propuesta inicial, aunque aprobada por la
Comisión, planteaba problemas a la secretaría. En el
comentario figurará la frase tal como acaba de modifi-
carla.

31. El Sr. ROSENSTOCK (Relator), secundado por el
Sr. KABATSI, dice que sería preferible, en la última frase
del párrafo 6 del comentario al artículo 11, hablar de juris-
dicciones «superpuestas» en vez de jurisdicciones que «se
hallan en conflicto».

32. El PRESIDENTE dice que, de no haber objeciones,
entenderá que la Comisión desea aprobar el comentario al
artículo 11 con las modificaciones propuestas por el Sr.
Pellet y por el Relator a la última frase del párrafo 6, cuya
parte final diría lo siguiente: «.. .de resolver los problemas
de atribución de nacionalidad a las personas afectadas que
dependen de las jurisdicciones superpuestas de los Esta-
dos involucrados».

Así queda acordado.

Queda aprobado el comentario al artículo 11, en su
forma enmendada.

Comentario al artículo 12

33. El Sr. PELLET considera excesivo, habida cuenta
de los largos debates celebrados sobre la cuestión, que se
diga al final del párrafo 6 del comentario que «el pro-
blema no se planteaba».

34. El Sr. ROSENSTOCK (Relator) propone, en res-
puesta a la observación del Sr. Pellet, que se diga al final
del párrafo 6 que el problema «no se plantearía con fre-
cuencia».

35. El Sr. CRAWFORD señala que en cada caso deben
tomarse en consideración las particularidades de la fami-

lia en cuestión. Con todo, puede aceptar la modificación
propuesta por el Relator.

36. El PRESIDENTE dice que, de no haber objeciones,
entenderá que la Comisión desea aprobar el comentario al
artículo 12 con la modificación introducida en el párrafo
6 por el Relator.

Así queda acordado.

Queda aprobado el comentario al artículo 12, en su
forma enmendada.

Comentario al artículo 13

Queda aprobado el comentario al artículo 13.

Comentario al artículo 14

37. El Sr. PELLET, secundado por el Sr. CRAWFORD,
dice que desaprueba la prudencia excesiva, de carácter
claramente político, que parece haber inspirado la redac-
ción de ese comentario, y en particular del párrafo 2. Con-
sidera indispensable dar, aunque sea en nota a pie de
página, dos o tres ejemplos de la «experiencia reciente»
mencionada en la última frase de ese párrafo.

38. El Sr. ROSENSTOCK (Relator) se declara dis-
puesto a preparar con el Secretario de la Comisión una
nota de pie de página en el sentido indicado por el Sr. Pe-
llet.

39. El Sr. TOMKA, secundado por el Sr. SIMMA, pro-
pone que se suspenda el examen del comentario al artí-
culo 14 y que se reanude una vez redactada la nota de pie
de página.

40. El PRESIDENTE dice que, de no haber objeciones,
entenderá que la Comisión desea adoptar el comentario al
artículo 14 en el entendimiento de que la secretaría efec-
tuará las modificaciones necesarias.

Así queda acordado.

Queda aprobado el comentario al artículo 14, con esa
reserva.

Comentarios a los artículos 15 a 18

Quedan aprobados los comentarios a los artículos 15
a 18.

Comentario al articulo 19

41. El Sr. PELLET expresa su preocupación por la
última frase del párrafo 1, en particular por la expresión
«función negativa», que no le parece suficientemente
clara. Además, la fórmula «al menos por lo que concierne
a los principios generales y la costumbre» es poco afortu-
nada, ya que los principios de que se trata tienen su origen
precisamente en la costumbre: no conviene oponer los
primeros a la segunda.
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42. El Sr. ROSENSTOCK (Relator) explica que la deci-
sión de los Estados de conceder su nacionalidad a deter-
minadas personas depende de su derecho interno. El
derecho internacional sólo interviene cuando esta deci-
sión plantea un problema, por ejemplo cuando crea casos
de apatridia o impide el reagrupamiento de las familias.
Así pues, la frase en cuestión tiene por objeto indicar que
hay un punto a partir del cual se sale del ámbito interno
para penetrar en el del derecho internacional de la nacio-
nalidad. Es así como debe entenderse la «función nega-
tiva» del derecho internacional.

43. El Sr. CRAWFORD recuerda que en su 49.° período
de sesiones, en 1997, la Comisión celebró un largo debate
de fondo precisamente sobre esta cuestión9. Entonces se
vio, por ejemplo, que cuando un Estado A invade un
Estado B no puede pretender imponer su nacionalidad a
los habitantes del Estado B. Por otra parte, la expresión
«en definitiva» con que se inicia la frase parece mal ele-
gida. Convendría decir más bien «en la mayoría de los
casos».

44. El Sr. SIMMA aprueba la interpretación dada por el
Relator de la Comisión a los términos «función negativa».
En cuanto a la segunda observación del Sr. Pellet, si por
«principios generales» hay que entender los principios
mencionados en el apartado c del párrafo 1 del Artículo
38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia,
entonces deben citarse aparte.

45. El Sr. PELLET explica que, en su opinión, los prin-
cipios de que se trata aquí son los principios consuetudi-
narios del derecho internacional y no los principios gene-
rales de derecho mencionados en el Estatuto de la Corte.
Desearía sustituir la última frase por un texto del siguiente
tenor: «En definitiva, los principios generales del derecho
internacional de la nacionalidad limitan el ejercicio de la
facultad discrecional de los Estados».

46. El Sr. ROSENSTOCK (Relator) opina que esta fór-
mula no capta el sentido principal de la frase. Se trata de
hacer comprender que, si bien la atribución de la naciona-
lidad depende esencialmente del derecho interno, eso no
es cierto en todos los casos.

47. El Sr. PELLET propone redactar del modo siguiente
la última frase del párrafo 1: «En definitiva, aunque la
nacionalidad concierne básicamente al derecho interno de
los Estados, los principios generales del derecho interna-
cional sobre la nacionalidad constituyen límites al poder
discrecional de los Estados».

48. El PRESIDENTE dice que esta fórmula soluciona el
problema y que, de no haber objeciones, la Comisión
acepta esta propuesta.

Así queda acordado.

49. El Sr. GAJA dice que en la primera frase del párrafo
3, la parte que dice: «puede limitarse la facultad discrecio-
nal del Estado sucesor para conceder su nacionalidad a
personas carentes de un vínculo efectivo con el territorio
afectado» podría dar la impresión de que los Estados pue-
den en cambio negar su nacionalidad y provocar casos de

9 Véase Anuario... 1997, vol. I, 2486.a sesión, párrs. 8 y ss.; y 2499.a

sesión, párrs. 50 a 64.

apatridia, que es lo que precisamente el proyecto de artí-
culo desea evitar. Para disipar esta impresión, propone
que se añada al final del párrafo una frase del siguiente
tenor: «Además, el fallo en el asunto Nottebohm sola-
mente se refería a la admisibilidad de una reclamación de
protección diplomática y no implicaba que una persona
pudiera ser tratada de manera general como apatrida».

50. El PRESIDENTE dice que, de no haber objeciones,
entenderá que la Comisión acepta esta propuesta.

Así queda acordado.

Queda aprobado el comentario al artículo 19, en su
forma enmendada.

Comentario a la segunda parte

51. Respondiendo a una pregunta del Sr. KUSUMA-
ATMADJA, el PRESIDENTE explica que la Comisión ya
incluyó como comentario al conjunto del proyecto de artí-
culos algunos párrafos de carácter general. Lo mismo se
hace al principio de la segunda parte. Parece una exce-
lente solución.

52. En respuesta a una observación del Sr. KATEKA, el
Sr. PELLET propone dividir en dos el párrafo 1, de
manera que el párrafo 2 comience con la frase siguiente:
«Por lo que hace a los criterios utilizados...». Es precisa-
mente en este punto que el comentario pasa de las consi-
deraciones generales a las explicaciones detalladas.

Queda aprobado el comentario a la segunda parte, en
su forma enmendada.

Comentario al articulo 20

53. El Sr. PELLET plantea algunas cuestiones acerca de
algunas notas de pie de página. A su juicio, no es una
buena idea que en un comentario final se remita al lector
a informes anteriores: éstos aportan unos elementos de
evaluación importantes y por consiguiente conviene
reproducirlos o bien no son pertinentes y debe omitirse su
mención. El comentario ha de ser un texto autónomo.
Quizás el Relator podría introducir algunas modificacio-
nes en este sentido.

54. El Sr. SIMMA considera bien fundada la observa-
ción del Sr. Pellet, pero señala que algunas notas remiten
a más de 25 párrafos. Sería muy difícil resumir, y aún más
reproducir textualmente, pasajes tan largos de informes
anteriores. Por otra parte, la solución consistente en remi-
tir a obras ya citadas mediante la mención «op. cit.» es cri-
ticable, pues desorienta al lector.

55. Tras un intercambio de opiniones entre el Sr.
CRAWFORD, el Sr. KATEKA y el Sr. SIMMA acerca de
la presentación de las notas de pie página y de las referen-
cias bibliográficas, el PRESIDENTE indica que las
Naciones Unidas utilizan un sistema perfectamente esta-
blecido y que es prácticamente imposible modificarlo.

56. El Sr. PELLET dice que, aunque es comprensible
que la Comisión condense al máximo sus comentarios, de
este modo existe el peligro de que éstos dejen de ser útiles
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a los expertos en derecho internacional. En cualquier
caso, remitir a largos pasajes de informes anteriores es un
procedimiento anómalo, ya que significa hacer suyos
unos párrafos que no han sido reexaminados y acerca de
los cuales algunos miembros podrían tener reservas.

57. El Sr. ROSENSTOCK (Relator) estima por el con-
trario que el comentario debe ser fácil de consultar y, por
ello, lo más conciso posible. Las notas de pie de página
dan orientaciones al lector interesado en profundizar en
algún tema.

58. El Sr. SIMMA comprueba que todas las notas de pie
de página que remiten a informes anteriores se refieren a
párrafos en los que se expone la práctica de los Estados.
Si se incorporan al comentario todos los ejemplos de esta
práctica, el comentario será el doble de largo y mucho
menos fácil de consultar, como señaló el Sr. Rosenstock.

59. El PRESIDENTE cree que la Comisión podría apro-
bar el comentario que se examina, en la inteligencia de
que la presencia de notas de pie de página que remiten a
determinados pasajes de informes anteriores no significa
que la Comisión apruebe el contenido de esos informes;
simplemente desea remitir a ejemplos que ilustren la prác-
tica reciente de los Estados.

Queda aprobado el comentario al artículo 20.

Se levanta la sesión a las 13.15 horas.

2605.a SESIÓN

Lunes 19 de julio de 1999, a las 10.05 horas

Presidente: Sr. Zdzislaw GALICKI

Miembros presentes: Sr. Addo, Sr. Baena Soares, Sr.
Candioti, Sr. Crawford, Sr. Dugard, Sr. Economides, Sr.
Elaraby, Sr. Gaja, Sr. Goco, Sr. Hafher, Sr. He, Sr. Kabatsi,
Sr. Kateka, Sr. Kusuma-Atmadja, Sr. Lukashuk, Sr. Pellet,
Sr. Rosenstock, Sr. Tomka, Sr. Yamada.

[Tema 3 del programa]

PROYECTO DE ARTÍCULOS APROBADO POR
EL COMTE DE REDACCIÓN

1. El Sr. CANDIOTI (Presidente del Comité de Redac-
ción) presenta el informe del Comité de Redacción rela-
tivo al proyecto de artículos sobre la responsabilidad de
los Estados (A/CN.4/L.574 y Corr.3 y 4) y dice que el
Comité ha mantenido 26 reuniones en el actual período de
sesiones de la Comisión, dedicando 13 de ellas a la res-
ponsabilidad de los Estados.

2. En el 50." período de sesiones, el Comité de Redac-
ción empezó la segunda lectura del proyecto de artículos
sobre la responsabilidad de los Estados y concluyó su
labor respecto de todos los artículos que le fueron remi-
tidos en ese período de sesiones4. Es práctica de la Comi-
sión no pronunciarse sobre artículos del Comité no acom-
pañados de comentarios, así como aplazar la aprobación
de los artículos en segunda lectura hasta que el Comité
haya examinado todos los artículos sobre el tema. Ello ha
permitido al Comité modificar artículos anteriores, en
caso necesario, según lo dispuesto en artículos posterio-
res. El Comité remite los artículos a la Comisión con esta
salvedad y le recomienda que tome nota de su informe.

3. En el actual período de sesiones, el Comité de Redac-
ción ha examinado los artículos de los capítulos III (Vio-
lación de una obligación internacional), IV (Responsabi-
lidad de un Estado en relación con el hecho de otro
Estado) y V (Circunstancias que excluyen la ilicitud) de
la primera parte del proyecto. La Comisión ha examinado
detenidamente esos capítulos y, al redactar los artículos,
el Comité ha tenido en cuenta sus observaciones y deci-
siones.

4. Los títulos y textos de los proyectos de artículos apro-
bados por el Comité de Redacción en el 51.° período de
sesiones son los siguientes:

CAPITULO III

VIOLACIÓN DE UNA OBLIGACIÓN INTERNACIONAL

Artículo 16.—Existencia de una violación
de una obligación internacional

Responsabilidad de los Estados1 (continuación*) (A/
CN.4/4922, A/CN.4/496, secc. D, A/CN.4/498 y
Add.l a 43, A/CN.4/L.574 y Corr.3 y 4)

* Reanudación de los trabajos de la 2600.a sesión.
1 Véase el texto del proyecto de artículos aprobado provisionalmente

por la Comisión en primera lectura en Anuario... 1996, vol II (segunda
parte), doc. A/51/10, cap. III, secc. D.

2 Reproducido en Anuario... 1999, vol II (primera parte).
3 Ibíd.

Hay violación de una obligación internacional por un Estado
cuando un hecho de ese Estado no está en conformidad con lo que
de él exige esa obligación, sea cual fuere el origen o el carácter de
esa obligación.

Artículo 17

[Suprimido]

4 Véase el texto del proyecto de artículos en Anuario 1998, vol. I,
2562.a sesión, párr. 72.


